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MAGISTRADO PONENTE: LEVIS IGNACIO ZERPA

Exp. N° 0965

El Juzgado Primero del Municipio Juan Antonio Sotillo de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, adjunto a oficio N° 497-00 de fecha 4 de agosto de 2000, remitió  a esta Sala el expediente contentivo del procedimiento por calificación de despido incoado por la ciudadana MILENYS MARGARITA MAYS DE CARDEVILLA, titular de la cédula de identidad N° 11.423.834, contra la firma personal SERCONCIRO, perteneciente al comerciante José Ramón Rodríguez, titular de la cédula de identidad N° 1.764.450, inscrita en el Registro Mercantil que llevaba el Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil y Mercantil de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, en fecha 18 de julio de 1973, bajo el N° 230, Tomo C-1; a los fines de decidir la consulta prevista en los artículos 59 y 62 del Código de Procedimiento Civil, por haber declarado dicho Tribunal su falta de jurisdicción respecto de la Administración Pública.

El 21 de septiembre de 2000, se dio cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado Levis Ignacio Zerpa, a los fines de decidir la consulta.

En virtud de la designación de los Magistrados Hadel Mostafá Paolini y Yolanda Jaimes Guerrero, y la ratificación del Magistrado Levis Ignacio Zerpa, por la Asamblea Nacional en sesión de fecha 20 de diciembre de 2000, publicada en la Gaceta Oficial N° 37.105 del día 22 del mismo mes y año, se reconstituyó la Sala Político-Administrativa el 27 de diciembre de dicho año, y se ratificó como ponente al Magistrado antes indicado, quien con tal carácter suscribe el presente fallo. 

I

ANTECEDENTES

En la solicitud presentada en fecha 19 de junio de 2000, ante el Juzgado Primero del Municipio Juan Antonio Sotillo de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, la ciudadana Milenys Margarita Mayz de Cardevilla, relató que en fecha 12 de marzo de 1999, comenzó a prestar servicios personales para la firma personal Senconciro, realizando las labores de secretaria y auxiliar contable, y que el 16 de junio de 2000, fue despedida por el ciudadano José Ramón Rodríguez, “dueño” de la empresa, sin haber incurrido en falta alguna de las previstas en la Ley. Por tal motivo solicitó la calificación de su despido, su reenganche y en consecuencia el pago de los salarios caídos.


El a quo por auto del 29 de junio de 2000, admitió la solicitud interpuesta.


Mediante diligencia del 12 de julio de 2000, siendo la oportunidad fijada para que tuviese lugar el acto conciliatorio de las partes el ciudadano José Ramón Rodríguez en su carácter de Gerente Administrativo de la firma personal demandada, asistido por el abogado Aníbal Brito Hernández, inscrito en el Inpreabogado bajo el N° 21.032, consignó un cheque a nombre de la actora por un monto de quinientos mil bolívares (Bs. 500.000), solicitando se de por terminado el juicio.


Por diligencia del 26 de julio de 2000, la accionante asistida por la abogada Merjan Barreto, inscrita en el Inpreabogado bajo el N° 16.541, Procuradora Especial del Trabajo, solicitó que el tribunal se declarase incompetente en virtud de lo dispuesto en el artículo 384 de la Ley Orgánica del Trabajo, señalando que por encontrase en estado de gravidez es la Inspectoría del Trabajo la que debe conocer del caso de autos.


El 27 de julio de 2000, el ciudadano José Ramón Rodríguez, asistido por el abogado Aníbal Brito Hernández, solicitó que el pedimento de la accionante fuese desechado, y que fuese homologado el convenimiento.


En fecha 3 de agosto de 2000, la accionante asistida por la abogada Merjan Barreto, consignó copia certificada de la solicitud de reenganche interpuesta por la accionante ante la Inspectoría del Trabajo del Municipio Sotillo del Estado Anzoátegui, y de informe médico.


El Juzgado remitente por auto del 4 de agosto de 2000, declaró no tener jurisdicción para conocer la causa, en los términos siguientes:


“(...) En el presente caso, la hoy reclamante, se encuentra amparada por la inamovilidad absoluta de que trata las disposiciones que antes se han citado y ello se evidencia de las copias certificadas consignadas en fecha 3 de agosto del presente año; por lo que, en criterio de esta instancia corresponde el conocimiento del procedimiento para atender su solicitud de reenganche a la Inspectoría del Trabajo de esta localidad; resultando este Tribunal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 59 del Código de Procedimiento Civil, que textualmente reza; “la falta de jurisdicción del juez respecto de la administración pública, se declara aún de oficio, en cualquier estado e instancia del proceso...”; carente de jurisdicción para conocer de la presente solicitud de calificación de despido, pues se está ante una falta de jurisdicción del órgano judicial frente al órgano administrativo dependiente del Ejecutivo Nacional (Ministerio del Trabajo, Inspectoría del Trabajo), al cual la ley otorga competencia funcional, en los referidos casos y así se decide. (...)”

 

II

ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN

Para decidir la Sala observa: 

Como puede inferirse de la transcripción efectuada el a quo, declaró su falta de jurisdicción para conocer de la solicitud incoada por la actora de calificación de despido, reenganche y pago de los salarios caídos, señalando que el caso de autos debe ser tramitado ante la Inspectoría del Trabajo, en virtud de que la solicitante está en estado de gravidez, por lo que goza de inamovilidad. 

En efecto, verificadas las actas del expediente se constata que la solicitante mediante diligencia del 26 de julio de 2000, manifestó estar en estado de gravidez y por tanto amparada de inamovilidad de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 384 de la Ley Orgánica del Trabajo, consignando posteriormente copia certificada de Acta de la Inspectoría del Trabajo del Municipio Sotillo del Estado Anzoátegui donde consta que la accionante tramita ante dicha Inspectoría una solicitud de reenganche. 


En tal sentido, la Sala considera que el caso bajo estudio se encuentra enmarcado dentro de una de las excepciones en las cuales los Juzgados del Trabajo no tienen jurisdicción para conocer de la causa, como lo es el supuesto contemplado en el artículo 384 de la Ley Orgánica del Trabajo, el cual dispone: 

“La mujer trabajadora en estado de gravidez gozará de inamovilidad durante el embarazo y hasta un (1) año después del parto. 

Cuando incurra en alguna de las causas establecidas en el artículo 102 de esta Ley, para su despido será necesaria la calificación previa del Inspector del Trabajo mediante el procedimiento establecido en el Capítulo II del Título VII.”  “...omissis...” 

 

 
Por tanto, la Sala considera que en casos como el de autos, es la Inspectoría del Trabajo la que tiene jurisdicción para conocer de la solicitud incoada. Así se declara.

 

III

DECISIÓN

Atendiendo a los razonamientos antes señalados, esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara que el Poder Judicial no tiene jurisdicción para conocer de la solicitud de calificación de despido, con reenganche y pago de salarios caídos, intentada por la ciudadana MILENYS MARGARITA MAYS DE CARDEVILLA contra la firma personal SERCONCIRO, perteneciente al comerciante José Ramón Rodríguez, ambas partes antes identificadas.

En consecuencia se confirma la decisión consultada de fecha 4 de agosto de 2000.


Publíquese, regístrese y comuníquese. Remítase el expediente al Juzgado de origen, y remítase copia certificada de la presente decisión a la Inspectoría del Trabajo del Municipio Sotillo del Estado Anzoátegui. Cúmplase lo ordenado.

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas a los ocho (08) días del mes de marzo del año dos mil uno. Años 190º de la Independencia y 142º de la Federación.

     El Presidente-Ponente,

 

LEVIS IGNACIO ZERPA

     

El Vicepresidente,

 

                                                               

 HADEL MOSTAFÁ PAOLINI

YOLANDA JAIMES GUERRERO

       Magistrada                 


                                                                                                       

                                                                       La Secretaria,

 

                                                       ANAÍS MEJIA CALZADILLA
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En trece (13) de marzo del año dos mil uno, se publicó y registró la anterior sentencia bajo el Nº 00336.
